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Ref.: Acción de inconstitucionalidad parcial contra la Ley 1695 de 2013, “por medio de la cual se desarrolla el artículo 334 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones”

Demandante: Rodolfo Arango y otros

En ejercicio de nuestros derechos civiles y políticos, como ciudadanos colombianos mayores de edad, identificados como aparece al pie de nuestras firmas, presentamos demanda de inconstitucionalidad parcial contra la Ley 1695 del 17 de diciembre de 2013, “por la cual se desarrolla el artículo 334 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones”. Las siguientes son las razones que sustentan nuestra solicitud de declaratoria de inconstitucionalidad de las disposiciones legales abajo señaladas.

1. Normas demandadas

Acusamos la inconstitucionalidad parcial de la Ley 1695 de 2013 en sus artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 8, 9, 11, 12, 13 y 14. A continuación se transcriben las normas demandadas y se subrayan los apartes impugnados de inconstitucionalidad. 

Artículo 1°. Incidente de impacto fiscal. De conformidad con lo señalado en el artículo 334 de la Constitución Política, el Procurador General de la Nación o uno de los Ministros del Gobierno, una vez proferida la sentencia o los autos que se profieran con posterioridad a la misma, por cualquiera de las máximas corporaciones judiciales, podrá solicitar la apertura de un Incidente de Impacto Fiscal, cuyo trámite será obligatorio. 

En todo caso, el Ministro de Hacienda y Crédito Público será parte dentro del trámite.

Parágrafo. Bajo ninguna circunstancia se podrá invocar la sostenibilidad fiscal para menoscabar los derechos, restringir su alcance o negar su protección efectiva. 

Artículo 2°. Procedencia. El incidente de impacto fiscal procederá respecto de todas las sentencias o los autos que se profieran con posterioridad a la misma, por las máximas corporaciones judiciales, cuando se altere la sostenibilidad fiscal, con independencia de la postura que haya adoptado dentro del proceso cualquier entidad u organismo de naturaleza pública, aun cuando no haya participado dentro del mismo. 

Parágrafo. Cuando el incidente de impacto fiscal se solicite respecto de una sentencia de revisión, procederá incluso si en el trámite del respectivo proceso ya se había solicitado y tramitado. 

Artículo 3°. Competencia. Conocerá del incidente de impacto fiscal la Sala Plena de la Corte Constitucional, la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado o la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, de la que haga parte el magistrado de la alta corporación que presentó la ponencia de la sentencia o de los autos que se profieran con posterioridad a la misma, sobre el cual se solicita el incidente. 

Artículo 4°. Partes. Harán parte del procedimiento del incidente de impacto fiscal: 

1. El solicitante del incidente de impacto fiscal, que podrá ser el Procurador General de la Nación o uno de los Ministros de Gobierno. 

2. El Ministro de Hacienda y Crédito Público. 

3. Los demandantes y demandados dentro del proceso que dio origen a la sentencia o a los autos que se profieran con posterioridad a la misma, sobre el cual se solicita el incidente de impacto fiscal. 

Artículo 5°. Presentación y sustentación del incidente. La solicitud de apertura del incidente de impacto fiscal deberá presentarse ante el magistrado de la alta corporación que presentó la sentencia de la sentencia o auto que se profirió con posterioridad a la misma, dentro del término de ejecutoria. Una vez revisado que se haya presentado en término, el juez concederá la apertura del incidente dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la solicitud de apertura del incidente. 

El incidente se sustentará dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes al día en que fue concedido, para que decida la Sala Plena de la Corte Constitucional, la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado o la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, según corresponda. 

Pasado el término de treinta (30) días hábiles sin que el incidente se sustente, se declarará desierto. 

Artículo 6°. Contenido del incidente. La sustentación del incidente de impacto fiscal deberá contener lo siguiente: 

1. Las posibles consecuencias de la providencia en la sostenibilidad de las finanzas públicas. 

2. Las condiciones específicas que explican dichas consecuencias.

3. Los planes concretos para el cumplimiento de la sentencia o de los autos que se profieran con posterioridad a la misma, que aseguren los derechos reconocidos en ella, en un marco de sostenibilidad fiscal. 

Parágrafo. A la sustentación del incidente de impacto fiscal se acompañará como anexo concepto del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

Artículo 8°.  Inadmisión del incidente. Se inadmitirá incidente que no reúna el contenido señalado en la presente ley, mediante auto susceptible de reposición, en el que se incluirán específica y puntualmente los elementos que requieren mayor detalle, los que la Corporación considera ausentes o la información que considere relevante, para que en los cinco (5) días siguientes a su notificación, el solicitante los aporte. 

Artículo 9°.  Admisión del incidente. Una vez presentado y sustentado el incidente, la respectiva corporación lo admitirá, siempre y cuando reúna los requisitos señalados en la presente ley, mediante auto que no tendrá recursos. 

El auto que admita el incidente dispondrá: 

1. Que se notifique por estado al solicitante. 

2. Que se notifique por estado al Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 

3. Que se notifique por estado a las partes que hacían parte del proceso, sobre el cual se solicita la apertura del incidente de impacto fiscal. 

4. Que se fije fecha para la audiencia de impacto fiscal, la cual deberá celebrarse dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación por estado de todas las partes. 

La admisión del incidente de impacto fiscal suspenderá los efectos de la sentencia o de los autos que se profieran con posterioridad a la misma, hasta que la respectiva Corporación decida si procede a modular, modificar o diferir sus efectos, salvo que se trate de una acción de tutela. 

Artículo 11. Audiencia de impacto fiscal. Durante la audiencia de impacto fiscal, el solicitante explicará las consecuencias de la sentencia o del auto que se profiera con posterioridad a la misma, en las finanzas públicas y el plan concreto para su cumplimiento. En dicha audiencia participarán las partes del respectivo 1 proceso, quienes podrán presentar su posición respecto de la solicitud contenida en el incidente. 

El Ministro de Hacienda y Crédito Público deberá participar en la audiencia de que trata el presente artículo, así la solicitud de apertura del incidente de impacto fiscal haya sido presentada por el Procurador General de la Nación o un Ministro de Gobierno diferente al de Hacienda y Crédito Público. 

En los eventos en que el incidente se presente respecto de una sentencia de tutela, en la audiencia participará el pleno de la sala de la respectiva Corporación. Cuando se trate de una sentencia de revisión de tutela participará el pleno de la Corte Constitucional. 

Parágrafo. Las partes dentro del incidente de impacto fiscal no pueden dejar de asistir a la audiencia de impacto fiscal. 

Artículo 12. Decisión. En los diez (10) días siguientes a la realización de la audiencia a la que se refiere el artículo 11 de la presente ley, la Sala Plena de la Corte Constitucional, la Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado o la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, según corresponda, decidirá por mayoría de sus miembros si procede a modular, modificar o diferir los efectos de la misma, sin que puedan cambiar el sentido del fallo, con el objeto de evitar alteraciones serias de la sostenibilidad fiscal. Los magistrados podrán en escrito separado aclarar su voto o exponer las razones para salvarlo. 

En los eventos en que el incidente se presente respecto de una sentencia de revisión de tutela, la decisión se tomará por mayoría del pleno de la Corporación. 

Artículo 13. Recurso de insistencia. En contra de la providencia que falle el incidente de impacto fiscal procederá recurso de insistencia que suspenderá los efectos del fallo.

El recurso deberá interponerse ante la Corporación que falle el incidente de impacto fiscal, por escrito dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de la providencia que falle el incidente y deberá contener las razones que lo sustente. 

Artículo 14. Si la decisión que resuelve el incidente de impacto fiscal es contraria a la parte que solicita su apertura, se acatará el fallo en los términos que determine la alta corporación judicial, buscando con ello garantizar la primacía de los derechos fundamentales y la autonomía e independencia judicial. En todo caso, las máximas corporaciones judiciales tendrán en cuenta el plan concreto de cumplimiento presentado por el Gobierno Nacional. 
2. Normas constitucionales violadas

Las normas legales demandadas violan los artículos 1, 2, 5, 13, 29, 86, 93, 113, 152 literal a), 228, 230 y 334 de la Constitución Política. 

Las disposiciones constitucionales vulneradas por las normas legales demandadas son las siguientes:

ARTICULO 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.

ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

ARTICULO 5o. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad.

ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 

ARTICULO 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.

(…)

ARTICULO 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 

ARTICULO 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohiben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 

Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 

El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar este tratado de conformidad con el procedimiento establecido en esta Constitución.

La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de la materia regulada en él.

ARTICULO 113.  Son Ramas del Poder Público, la legislativa, la ejecutiva, y la judicial. 

Además de los órganos que las integran existen otros, autónomos e independientes, para el cumplimiento de las demás funciones del Estado. Los diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas pero colaboran armónicamente para la realización de sus fines. 

ARTICULO 152. Mediante las leyes estatutarias, el Congreso de la República regulará las siguientes materias: 

a) Derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su protección;

(…)

ARTICULO 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo.

ARTICULO 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. 

La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial. 

ARTICULO 334. La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano. Dicho marco de sostenibilidad fiscal deberá fungir como instrumento para alcanzar de manera progresiva los objetivos del Estado Social de Derecho. En cualquier caso el gasto público social será prioritario. 

El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos humanos y asegurar, de manera progresiva, que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso efectivo al conjunto de los bienes y servicios básicos. También para promover la productividad y competitividad y el desarrollo armónico de las regiones. 

La sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas y Órganos del Poder Público, dentro de sus competencias, en un marco de colaboración armónica. 

El Procurador General de la Nación o uno de los Ministros del Gobierno, una vez proferida la sentencia por cualquiera de las máximas corporaciones judiciales, podrán solicitar la apertura de un Incidente de Impacto Fiscal, cuyo trámite será obligatorio. Se oirán las explicaciones de los proponentes sobre las consecuencias de la sentencia en las finanzas públicas, así como el plan concreto para su cumplimiento y se decidirá si procede modular, modificar o diferir los efectos de la misma, con el objeto de evitar alteraciones serias de la sostenibilidad fiscal. En ningún caso se afectará el núcleo esencial de los derechos fundamentales. 

PARÁGRAFO. Al interpretar el presente artículo, bajo ninguna circunstancia, autoridad alguna de naturaleza administrativa, legislativa o judicial, podrá invocar la sostenibilidad fiscal para menoscabar Los <sic> derechos fundamentales, restringir su alcance o negar su protección efectiva. <Artículo modificado por el artículo 1º. del Acto Legislativo 3 de 2011.>

3. Sustento de los cargos de inconstitucionalidad

La inconstitucionalidad de las normas demandadas se sustenta en cinco cargos diferentes e independientes que se desarrollan a continuación:
a. Cargos por violación del literal a) del artículo 152 de la Constitución 

El parágrafo del artículo 2
, el inciso 3 del artículo 11
 y el inciso 2 del artículo 12
 de la Ley 1695 de 2013 son contrarios al literal a) del artículo 152 de la Constitución. Esta norma constitucional hace imperativo, como garantía institucional de rango superior, que los “derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos para su protección” sean regulados mediante ley estatutaria. Las tres normas acusadas regulan parcialmente el procedimiento y el recurso para la protección de derechos fundamentales llamado “acción de tutela”, sin que dicha regulación haya sido aprobada mediante ley estatutaria como expresamente lo ordena la constitución. Los artículos acusados de la Ley 1695 de 2013 tienen rango de ley ordinaria y así fueron aprobados por el Congreso de la República, sin cumplir el trámite y las mayorías exigidas para aprobar normas de rango estatutario. El legislador ordinario, al regular el trámite y procedimiento de la acción de tutela en sede de revisión con las normas aquí acusadas, desconoció la reserva de ley estatutaria que tiene la regulación de los derechos fundamentales, de sus procedimientos y recursos para su protección, violando con la aprobación de las normas que modifican radicalmente el procedimiento de tutela, el artículo 152 literal a, de la Carta Fundamental.

En consecuencia, la honorable Corte Constitucional debe declarar inconstitucionales el parágrafo del artículo 2; el inciso 3 del artículo 11 y el inciso 2 del artículo 12 de la Ley 1695 de 2013 por desconocer lo establecido en el literal a) del artículo 152 de la Constitución. 
b. Cargos por violación de los artículos 334, 13, 228 y 230 de la Constitución

La expresión “o los autos que se profieran con posterioridad a la misma”, contenida en los artículos 1, inciso 1; 2, inciso 1; 3, inciso 1; 4, numeral 3; 5 inciso 1; 6, numeral 3; 9, inciso 3; y 11, inciso 1, es manifiestamente inconstitucional, al permitir que el incidente fiscal no sólo se ejerza por un Ministro del Ejecutivo o el Procurador contra sentencias proferidas por las máximas corporaciones de justicia, como expresamente lo establece el estatuto superior en su artículo 334, sino también contra todo auto que posteriormente se dicte en cumplimiento de las sentencias ya evaluadas en su impacto fiscal. 

El texto del artículo 334 del Estatuto Superior, al determinar los alcances del incidente de impacto fiscal establece: 

“El Procurador General de la Nación o uno de los Ministros del Gobierno, una vez proferida la sentencia por cualquiera de las máximas corporaciones judiciales, podrán solicitar la apertura de un Incidente de Impacto Fiscal, cuyo trámite será obligatorio. Se oirán las explicaciones de los proponentes sobre las consecuencias de la sentencia en las finanzas públicas, así como el plan concreto para su cumplimiento y se decidirá si procede modular, modificar o diferir los efectos de la misma, con el objeto de evitar alteraciones serias de la sostenibilidad fiscal. En ningún caso se afectará el núcleo esencial de los derechos fundamentales.” 

El texto constitucional es claro: la apertura de un incidente de impacto fiscal se solicita una vez se profiera sentencia por cualquiera de las máximas corporaciones judiciales; las explicaciones de los proponentes del incidente lo son “sobre las consecuencias de la sentencia en las finanzas públicas”; el plan concreto para el cumplimiento versa sobre la sentencia; los efectos de la sentencia son el objeto de modulación, modificación y aplazamiento en el tiempo, todo con el objeto de evitar alternaciones serias de la sostenibilidad fiscal. En ninguna parte la norma constitucional del 334 permite que la intervención de Ministros y Procurador se extienda también a todos los autos que las altas corporaciones de justicia llegaran a proferir para dar cumplimiento efectivo a la sentencia ya analizada en su impacto fiscal.

La decisión extra-constitucional del legislador ordinario, de ampliar la facultad de interponer incidentes de impacto fiscal no sólo a la sentencia sino también a los autos dictados por las altas corporaciones judiciales para su ejecución, desconoce flagrantemente la regulación explícita del artículo 334 de la Carta Superior, el principio de igualdad (artículo 13 de la Constitución), los principios de independencia y autonomía de la rama judicial (artículo 228 de la Constitución) y el principio de sujeción a la ley (artículo 230 de la Constitución). 

Como bien lo sostuvo la honorable Corte Constitución en sentencia que declarara la exequibilidad de la reforma al artículo 334 de la Constitución, el incidente de impacto fiscal que es posible interponer contra sentencias de las máximas corporaciones de la justicia, busca conciliar los derechos de las partes reconocidos al término de un proceso judicial con los derechos de futuras generaciones o los principios de equilibrio y de sostenibilidad fiscal. Se trata de una solución salomónica, donde se preservan la separación de las funciones públicas entre autoridades judiciales y administrativas o de control, a la vez que se promueve la colaboración armónica entre los organismos del Estado. Lo que no permite ni promueve el artículo 334 de la Constitución, modificado para incluir el incidente de impacto fiscal contra sentencias de las altas cortes, es la posibilidad de interponer el incidente de impacto fiscal también contra los autos que se dicten posteriormente, luego de proferida una sentencia, por parte de las corporaciones judiciales. Esto no sólo es desproporcionado y contrario a la igualdad ante la ley (artículo 13 de la Constitución) para con las partes favorecidas por el fallo judicial que ya han visto restringido el cumplimiento inmediato de la decisión judicial, teniendo ellas que hacerse obligatoriamente presentes, una y otra vez en cada ocasión que se interponga un incidente de impacto fiscal, sino además es contrario a los principios contenidos en los artículos 113, 228 y 230 de la Carta Fundamental. 

En efecto, los principios de separación de funciones entre los órganos del Estado y de colaboración armónica para la realización de sus fines (artículo 113 inciso 3 de la Constitución) se vulneran cuando se otorga al ejecutivo, en cabeza de cualquiera de sus ministros, y al Procurador General de la República, no ya la facultad de elevar incidente de impacto fiscal contra una sentencia proferida por alguna de las altas corporaciones de justicia, como lo admite el artículo 334 de la Constitución y la jurisprudencia constitucional de esta honorable Corporación, sino que asigna además la facultad de intervenir repetida y constantemente, mediante nuevos e indefinidos incidentes de impacto fiscal respecto de cada uno de los autos que decidan dictar las altas corporaciones de justicia, el cumplimiento a la sentencia ya revisada a la luz del recurso de impacto fiscal. Extender el recurso de impacto fiscal a cada uno de los autos proferidos con posterioridad a ella es declarar interdictos a los jueces superiores para cumplir con las sentencias y dejar en manos del ejecutivo o del procurador, bajo su tutela fiscal, el cumplimiento efectivo de las sentencias judiciales ya analizadas a la luz de los criterios fiscales, en contravía de la separación de funciones y de la colaboración armónica (artículo 113, inciso 3 de la Constitución). Admitir ahora que las máximas corporaciones sean interdictas por voluntad de ministros del despacho o del jefe del ministerio público, es permitir el desconocimiento de los principios de independencia y de legalidad contenidos en los artículos 228 y 230 de la Constitución, respectivamente. El primer precepto establece: “La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes”. El segundo precepto establece: “Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley”. Ambos preceptos constitucionales se desconocen al permitir que autoridades no judiciales intervengan, de forma permanente y reiterada, el cumplimiento de las sentencias revisadas en cuanto a su sostenibilidad fiscal, mediante incidentes fiscales elevados contra “los autos que se profieran con posterioridad a la misma”. Esta expresión, contenida en multiplicidad de artículos de la Ley 1695 de 2013, debe ser declarada inconstitucional, ya que la ampliación del incidentes fiscal a autos proferidos luego de la sentencia desconoce la independencia de las decisiones de la administración de justicia (artículo 228 de la Constitución) y la sujeción de los jueces sólo al imperio de la ley (artículo 230 de la Constitución). Las altas corporaciones de justicia, de primar la norma demandada, ya no tendrán independencia para proferir autos de cumplimiento de una sentencia revisada en su impacto fiscal, pese a que para hacerlo basta al gobierno o al procurador aducir “posibles” consecuencias para las finanzas públicas en caso de cumplir la sentencia respectiva sin condicionarla (ver el numeral 1 del artículo 6 de la Ley 1695, que exige para sustentar el incidente fiscal que el proponente aduzca “las posibles consecuencias de la providencia en la sostenibilidad de las finanzas públicas”). 

Defensores de la expresión acusada, que extiende el incidente fiscal más allá de una intervención puntal y excepcional sobre la respectiva sentencia de altas corporaciones a una intervención permanente y constante en los autos que se profieran posteriormente, podrían afirmar que lo accesorio (los autos) llevan la suerte de lo principal (la sentencia), y que en nada se afectaría la autonomía y la independencia de las autoridades judiciales al permitir la interposición de incidente fiscal también contra los autos de cumplimiento, siendo la expresión demandada ejemplo de colaboración armónica entre los órganos separados del Estado. Esta argumentación desconoce que la mera posibilidad jurídica de intervenir la ejecución de una sentencia ya revisada en cuanto a su posible impacto fiscal, limita la independencia de las decisiones judiciales. ¿Qué autonomía tienen unos jueces que, al dictar autos de cumplimiento de una sentencia, deben siempre esperar la intervención discrecional del ejecutivo o el Procurador y el trámite obligatorio de sus pretensiones? Más que colaboración armónica, este exuberante poder de interferir el cumplimiento de los fallos judiciales lo que hace es anular la autonomía e independencia de la rama judicial. En aras de honrar el principio constitucional de colaboración armónica se permite la intervención de ministros del ejecutivo o del procurador general de la nación en el proceso judicial para conciliar, en la sentencia definitiva, los derechos de las partes y los intereses generales o derechos de otros. Pero condicionar la facultad de ejecutar judicialmente dichas sentencias, analizadas ya en cuanto a su sostenibilidad fiscal, a la constante e incierta intervención de otras autoridades públicas por vía de incidentes sobre autos posteriores a la sentencia, es desconocer los principios de independencia judicial y de estricto sometimiento de los jueces a la ley.

La expresión “o los autos que se profieran con posterioridad a la misma”, contenida en los artículos 1, inciso 1; 2, inciso 1; 3, inciso 1; 4, numeral 3; 5 inciso 1; 6, numeral 3; 9, inciso 3; y 11, inciso 1, viola igualmente el artículo 86 de la Constitución que consagra los principios de procedimiento preferente y sumario” la acción de tutela para “la protección inmediata” de los derechos fundamentales. Permitir que el ejecutivo, en cabeza de alguno de sus ministros, o el procurador general de la nación, intervengan una y otra vez, mediante la elevación de incidentes de impacto fiscal, contra cada uno de los autos de las máximas corporaciones judiciales, es desvirtuar clara y radicalmente la inmediatez, preferencia y sumariedad del procedimiento de tutela de los derechos fundamentales.

En consecuencia de lo anterior, solicito a la honorable Corte Constitucional declara la inconstitucionalidad de la expresión “o los autos que se profieran con posterioridad a la misma”, contenida en los artículos 1, inciso 1; 2, inciso 1; 3, inciso 1; 4, numeral 3; 5 inciso 1; 6, numeral 3; 9, inciso 3; y 11, inciso 1, de la Ley 1695 de 2013, por vulnerar los artículos 334, 13, 228 y 230 de la Constitución.
c. Cargos por violación de los artículos 1, 86 y 93, en concordancia con el artículo, 228 de la Constitución
El artículo 14 de la Ley 1695 de 2013 contraría los artículos 1, 13, 86, 93 y 228 de la Constitución cuando dispone, por un parte, en forma imperativa, que (e)n todo caso, las máximas corporaciones judiciales tendrán en cuenta el plan concreto de cumplimiento presentado por el Gobierno Nacional” (se subraya fuera de texto el aparte demandado por inconstitucional), y, por otra parte, ordena que se acate el fallo en los términos que determine la alta corporación judicial, “buscando con ello garantizar la primacía de los derechos fundamentales y la autonomía e independencia judicial” (se subraya fuera de texto el aparte demandado por inconstitucional). Ambas disposiciones normativas desconocen el Estado social de derecho; el principio de igualdad; la acción de tutela de los derechos fundamentales; la prevalencia en el orden interno de los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por el Congreso; en concordancia con los principios de autonomía e independencia de las actuaciones judiciales, que también resultan vulnerados por los apartes acusados. 

El desconocimiento del Estado social de derecho consagrado en el artículo 1 de la Constitución se concreta cuando la norma demandada deja en manos del gobierno nacional, no ya de la administración de justicia, la realización efectiva de los derechos fundamentales, mediante el plan concreto presentado por el gobierno o el procurador para cumplir la sentencia judicial, siendo que en un Estado social derecho la máxima garantía de los derechos fundamentales son los jueces de la república, no la rama ejecutiva o el ministerio público. La norma acusada no dice que las máximas corporaciones judiciales, al rechazar el incidente de impacto fiscal, “podrán” tener en cuenta el plan concreto de cumplimiento presentado por el Gobierno Nacional, lo que dejaría a salvo la parte demandada; por el contario, el aparte de la norma demandado establece imperativamente que las altas autoridades judiciales “tendrán” en cuenta dicho plan. A contrario sensu, si las máximas corporaciones judiciales no tuvieran en cuenta el plan concreto de cumplimiento presentado por el Gobierno Nacional, por ejemplo al rechazar como injustificado el incidente fiscal, se verían incursas en una falta disciplinaria si desconocieran tener el cuenta el plan presentado y desconocer el precepto legal demandado; esto puesto que la ley establece sobre el rechazo del incidente fiscal que “(e)n todo caso, las máximas corporaciones judiciales tendrán en cuenta el plan concreto de cumplimiento presentado por el Gobierno Nacional”. De no tener en cuenta el plan del ejecutivo, los altos magistrados de la justicia no podrían escapar a un proceso disciplinario por desconocimiento de ley imperativa que así se los ordena. Tal amenaza, así nunca llegara a concretarse, es contraria al Estado social de derecho (artículo 1 de la Constitución), a la independencia y a la autonomía de la rama judicial (artículo 228 de la Constitución). 

En igual sentido, la expresión “buscando con ello garantizar la primacía de los derechos fundamentales y la autonomía e independencia judicial”, complemento directo del enunciado “(s)i la decisión que resuelve el incidente de impacto fiscal es contraria a la parte que solicita su apertura, se acatará el fallo en los términos que determine la alta corporación judicial”, contenida en el artículo 14 demandado, desvirtúa los principios de Estado social de derecho (artículo 1 de la Constitución) y de autonomía e independencia judicial (artículo 228 de la Constitución), puesto que erige en obligación de medios y no de resultado el respeto de la primacía de los derechos fundamentales y la autonomía e independencia judicial.  El fallo ratificado por los jueces deberá acatarse simplemente haciendo lo posible (buscando garantizar) y no garantizando efectivamente los derechos fundamentales y la autonomía e independencia judicial. Si el incidente de impacto fiscal solicitado es desechado, es imperativo que el fallo se acate “en los términos que determine la alta corporación judicial”, de forma que se garantice la primacía de los derechos y de la autonomía e independencia judicial, no meramente “buscando” que así sea. Sólo un cumplimiento del fallo judicial en los términos indicados, no los buenos actos conducentes a tal resultado, satisface los derechos fundamentales y los principios de autonomía e independencia judicial. Lo contrario hace inane la autonomía del fallo dictado por la autoridad judicial. El gobierno podría aducir que cumple el fallo en cuanto autoridad ejecutiva “buscando”, esto es, “haciendo lo posible para”, garantizar los derechos fundamentales y los principios de autonomía e independencia judicial, pese a que en la práctica no pueda ejecutarlo como mandan los jueces por deber éstos tener en cuenta el plan concreto de cumplimiento presentado por el propio gobierno. Tal interpretación de la norma aquí cuestionada desconoce la garantía judicial de los derechos fundamentales que presupone la protección inmediata de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados (artículo 86 de la Constitución) y la autonomía e independencia judicial (artículo 228 de la Constitución). 

El artículo 14 aquí demandando por inconstitucional, en los apartes arriba subrayados, desconoce además el artículo 93 de la Constitución Política, el cual otorga primacía a los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por el Congreso en el orden interno. Esto porque el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Sociales, Económicos y Culturales, ratificado por Colombia, establece el principio de progresividad en la protección convencional de los derechos humanos, en este caso el derecho a la protección judicial efectiva, principio que, según reiterada jurisprudencia nacional e internacional, incluye la prohibición de retroceso en el nivel de garantía a los derechos humanos.

Según larga jurisprudencia consolidada de la Corte Constitucional, la prohibición convencional de no retroceso o no retroactividad en el nivel de garantía alcanzado en la protección de los derechos humanos, no prohíbe limitaciones a dichas garantías en tiempos de crisis; lo que si prohíbe tal precepto, no obstante, es que el Estado parte del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales – PIDESC –lleve a cabo una reforma regresiva del nivel de garantía a los derechos humanos sin contar para ello con una justificación adecuada y suficiente, a la luz de la necesidad de un tal retroceso en el contexto de crisis correspondiente probada efectivamente por el Estado. Puesto que el Estado colombiano no ha aducido la necesidad de una restricción del nivel de garantía a los derechos fundamentales y sus mecanismos de protección judicial (tutela) que justifique la limitación del alcance de las sentencias de tutela de los derechos fundamentales, mediante la imposición de los planes concretos de cumplimiento formulados por el gobierno nacional a los máximos tribunales de justicia, la reforma legal que ordena tener en cuenta dichos planes es contraria al bloque de constitucionalidad conformado por los artículos 2 del PIDESC y 93 de la Constitución Política.

En consecuencia de lo expuesto, solicito a la honorable Corte Constitucional declarar la inconstitucionalidad de las expresiones “buscando con ello garantizar la primacía de los derechos fundamentales y la autonomía e independencia judicial” y “En todo caso, las máximas corporaciones judiciales tendrán en cuenta el plan concreto de cumplimiento presentado por el Gobierno Nacional”, contenidas en el artículo 14 de la Ley 1695 de 2013, por ser contrarias a los artículos 1, 86, 93 y 228 de la Constitución.

d. Cargos por violación de los artículos 2, 5 y 86 de la Constitución

La expresión “posibles” contenida en el artículo 6 de la Ley 1695 de 2013 es violatoria de los artículos 2, 5 y 86 de la Constitución, puesto que hace prevalecer consecuencias meramente probables sobre la garantía efectiva de los derechos constitucionales (artículo 2 de la Constitución), sobre la primacía de los derechos inalienables de la persona (artículo 5 de la Constitución) y sobre la protección inmediata y efectiva de los derechos fundamentales (artículo 86 de la Constitución). La prevalencia que otorga la ley reglamentaria del incidente de impacto fiscal al control de las consecuencias meramente probables del cumplimiento de una sentencia proferida por las altas corporaciones de justicia al término de un proceso judicial, no se compadece con y desconoce las garantías constitucionales a los derechos fundamentales. Esto porque cualquier regulación legal que limite el goce efectivo de los derechos individuales –por ejemplo mediante la modificación, modulación o postergación de los efectos de la sentencia que reconoce derechos a favor de la parte demandante contra el Estado– se sujeta a un control estricto de constitucionalidad, en aras de preservar precisamente el núcleo esencial de los respectivos derechos, como ha establecido la propia Constitución en su artículo 334, a la vez que la Corte Constitucional en innumerables sentencias, entre otras la sentencia de constitucionalidad  que declarara ajustada a la constitución la reforma que introdujo el incidente de impacto fiscal. 

El objetivo de armonizar el cumplimiento de una sentencia que reconoce derechos a una persona, en contra del Estado que ha sido derrotado luego de un proceso judicial, con el criterio de la sostenibilidad fiscal (que no es un principio ni un derecho de rango constitucional –como pretendiera el gobierno inicialmente en sus propuestas de reforma– sino un mero criterio para la defensa de intereses colectivos), perfectamente se habría podido cumplir al exigir al Estado en la sustentación del incidente que demuestre las consecuencias que se generarán, analizadas todas las variables relevantes, en caso de cumplirse la sentencia en los términos establecidos por la máxima corporación de justicia. Al establecer el legislador que el proponente del incidente sólo deba sustentarlo aduciendo las “posibles” consecuencias de la providencia en la sostenibilidad de las finanzas públicas, restringe injustificadamente los derechos constitucionales que pueden ser reconocidos por los altos jueces, los derechos inalienables de la persona y la garantía de protección efectiva e inmediata constitutiva del derecho de tutela de los derechos fundamentales. 

El legislador reglamentario termina así por confundir dos categorías o conceptos jurídicos que, en un orden constitucional, democrático y social de derecho como el nuestro (artículo 1 de la Constitución), nunca pueden ser confundidos: los derechos individuales fundamentales y los fines colectivos. De permitirse que la simple “posibilidad” de que sobrevengan consecuencias adversas a la sostenibilidad de las finanzas públicas como justificación para modificar una sentencia judicial de última instancia que reconoce derechos individuales, conlleva la prevalencia de un razonamiento agregativo y de conveniencia (afectación posible de las finanzas de todos) sobre un razonamiento de principio constitucional (aplazamiento de la garantía efectiva e inmediata de los derechos individuales). De aceptarse esta forma de entender el derecho de los derechos constitucionales y fundamentales se abriría la puerta al desconocimiento, por intereses colectivos y derechos colectivos futuros, a los derechos que hacen de la nuestra una república constitucional y democrática de derecho. 

En consecuencia, solicito a la honorable Corte Constitucional declarar la inconstitucionalidad de la expresión “posibles” contenida en el numeral 1 del artículo 6 de la Ley 1695 de 2013, por violar los artículos 2, 5 y 86 de la Constitución.

e. Cargos por violación del artículo 13 y 29 de la Constitución

Los artículos 8, 9 y 13 de la Ley 1695 de 2013 violan, en algunos de sus apartes (ver infra), los artículos 13 y 29 de la Constitución. Lo que tienen en común las tres normas acusadas de inconstitucionalidad es que instauran una desigualdad injustificada y desproporcionada de armas jurídicas entre el Estado y la parte cuyos derechos han sido reconocidos en una sentencia por las altas corporaciones de la justicia. Tal ventaja a favor del Estado y en contra de la parte que busca justicia ante las máximas corporaciones judiciales desconoce la igualdad y el debido proceso.

El artículo 8 acusado de inconstitucionalidad parcial establece:

Artículo 8°.  Inadmisión del incidente. Se inadmitirá el incidente que no reúna el contenido señalado en la presente ley, mediante auto susceptible de reposición, en el que se incluirán específica y puntualmente los elementos que requieren mayor detalle, los que la Corporación considera ausentes o la información que considere relevante, para que en los cinco (5) días siguientes a su notificación, el solicitante los aporte. 

El aparte subrayado del artículo 8 viola los artículos 13 y 29 de la Constitución porque da un trato diferencial injustificado a favor del Estado –representado en un ministro del despacho o en el procurador general de la nación– en desmedro de los derechos, libertades y oportunidades de las personas beneficiarias de una sentencia proferida por altas corporaciones de justicia. Esto porque el legislador asigna a la alta corporación de justicia la tarea corregir las insuficiencias, imprecisiones o deficiencias de contenido que presente la solicitud del incidente de impacto fiscal y que dan lugar a su inadmisión, cuando el responsabilidad de los proponentes de dicho incidente su debida sustentación. Con la “ayuda” judicial se rompe el equilibrio procesal que debe primar en un juicio según las reglas del debido proceso, las cuales deben ser observadas en todo proceso judicial y administrativo (artículo 29 de la Constitución). Una de dichas reglas, según reiterada jurisprudencia constitucional, es la igualdad de armas procesales.

Por su parte, la expresión “por estado”, contenida en el artículo 9, inciso 2, numerales 1 a 4
, es inconstitucional porque restringe injustificada y desproporcionadamente el goce de los derechos, libertades y oportunidades (artículo 13 de la Constitución) y el derecho al debido proceso (artículo 29 de la Constitución) al ordenar que la admisión del incidente de impacto fiscal se notifique a las partes, que hacían parte del proceso sobre el cual se solicita la apertura del incidente, meramente por “edicto” y no mediante notificación personal. En principio, podría pensarse que la notificación del auto admisorio del incidente de impacto fiscal opera igual para el Estado, como proponente del incidente, y para las partes del proceso respectivo. No obstante, lo cierto es que siendo cualquier ministro o el procurador quien presenta el incidente de impacto fiscal, sin que las partes del proceso respectivo sepan de dicha solicitud hasta la admisión, los primeros tendrán conocimiento de que está en curso el incidente, mientras que la parte cuyo fallo pide ser modificado en sus efectos no tendrá dicho conocimiento directo. En estas circunstancias, la mera notificación por “estado” no garantiza el ejercicio efectivo de los derechos procesales de las partes mencionadas. El legislador desconoce la igualdad de oportunidades entre las partes procesales al no notificar personalmente a las partes interesadas la admisión de la solicitud de trámite del incidente fiscal, quienes no tienen por qué saber que el Estado ha objetado el cumplimiento de un fallo en los términos dispuestos por los jueces. 

El artículo 13 de la Ley 1695 de 2013
 es inconstitucional por desconocer el artículo 13 de la Constitución. Esto sucede porque el legislador reconoce al Estado la oportunidad de recurrir –mediante recurso de insistencia– la decisión de no acoger el incidente de impacto fiscal elevado contra la sentencia proferida por las altas corporaciones de justicia, mientras que no otorga igual posibilidad de recurrir la decisión que acoge tal incidente y procede, en consecuencia, a modificar, modular o diferir los efectos de la sentencia, en contra de las pretensiones de la parte afectada por esta última decisión. 

Al no haber previsto una igualdad de derechos, libertades y oportunidades en la regulación legal a ambas partes dentro del proceso judicial, el legislador desconoció flagrantemente el artículo 13 de la Constitución. En consecuencia, solicito comedidamente a la honorable Corte Constitucional declarar la inconstitucionalidad del artículo 13 de la Ley 1695 de 2013.

4. Notificaciones

Recibiremos notificaciones en la Secretaría de la Honorable Corte Constitucional, en la Carrera 1 No. 70-80, Apto. 502, Bogotá, Colombia, teléfono 3450539, celular 316-620-6756.
Con nuestros mayores sentimientos de consideración y respeto por esa alta Corporación de Justicia,

Rodolfo Arango Rivadeneira

C.C. 79.262.424 de Bogotá

Germán Navas Talero 

C.C. 17.043.900 de Bogotá
María del Pilar Arango Hernández
C.C. 
Presidente

Corporación de Jueces y Magistrados de Colombia

� Artículo 2, parágrafo: Cuando el incidente de impacto fiscal se solicite respecto de una sentencia de revisión, procederá incluso si en el trámite del respectivo proceso ya se había solicitado y tramitado.


� Artículo11, inciso 3: En los eventos en que el incidente se presente respecto de una sentencia de tutela, en la audiencia participará el pleno de la sala de la respectiva Corporación. Cuando se trate de una sentencia de revisión de tutela participará el pleno de la Corte Constitucional.


�Artículo 12, inciso 2: En los eventos en que el incidente se presente respecto de una sentencia de revisión de tutela, la decisión se tomará por mayoría del pleno de la Corporación. 





� Artículo 9°.  Admisión del incidente. Una vez presentado y sustentado el incidente, la respectiva corporación lo admitirá, siempre y cuando reúna los requisitos señalados en la presente ley, mediante auto que no tendrá recursos. 


El auto que admita el incidente dispondrá: 


Que se notifique por estado al solicitante. 


Que se notifique por estado al Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 


Que se notifique por estado a las partes que hacían parte del proceso, sobre el cual se solicita la apertura del incidente de impacto fiscal. 


Que se fije fecha para la audiencia de impacto fiscal, la cual deberá celebrarse dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación por estado de todas las partes. 


(…) (Se subraya la expresión demandada).


� Artículo 13. Recurso de insistencia. En contra de la providencia que falle el incidente de impacto fiscal procederá recurso de insistencia que suspenderá los efectos del fallo.


El recurso deberá interponerse ante la Corporación que falle el incidente de impacto fiscal, por escrito dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de la providencia que falle el incidente y deberá contener las razones que lo sustente. 
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